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Sumario

Las reflexiones centrales de esta ponencia están motivadas por la tacha de inconstitucionalidad que ha merecido el juicio abreviado y por la censura que motiva su, denunciada, contradicción con el procedimiento necesario para la imposición de la pena estatal. Sin perjuicio del intento de dar algunas respuestas a tales cuestionamientos, postularemos –también- consideraciones acerca del funcionamiento de esta abreviación del debate.

Fundamentación y conclusiones

Se sostiene que la razón de la inconstitucionalidad del juicio abreviado, es su contradicción con las normas de los arts. 18 y 118 de la Carta Magna. El relevamiento de tal quebrantamiento palmario de las disposiciones constitucionales está fundado, para quienes opinan de tal modo, en dos argumentos centrales: que la exigencia constitucional de un “juicio previo” implica un juicio oral, público, contradictorio y continuo, ergo, la antítesis del juicio abreviado; y, en segundo lugar, que la necesidad de un juicio previo a la imposición de una sentencia, no sólo es una garantía fundamental para los ciudadanos, sino un imperativo de orden institucional derivado del art. 118 de la Ley Fundamental.


En primer lugar opongo un argumento de interpretación constitucional histórico. Durante 150 años de vida constitucional se han dictado sentencias sin juicio por jurados (es decir violando el “concepto” –dirían ellos- de juicio previo y sin embargo perfectamente válidas desde la constitución. En este punto me hago cargo, creo que adecuadamente, de la tesis que podría sostener un cambio en la interpretación de la cláusula juicio previo.

Igual suerte, por idéntica inconsecuencia derivada de la interpretación estricta que se hace de la Constitución, ha de correr el argumento  literal que sigue de la letra de la disposición del art. 118 de la CN la afirmación de que juicio previo, es juicio por jurados y entonces, es juicio oral. Y es que de ser así habría que admitir que como el juicio por jurados es requerido para  la resolución de causas criminales, en las correccionales no sería necesario y  entonces en ellos se respetaría  la garantía del juicio previo, aún sin juicio oral.

En segundo lugar pruebo desde la lógica que no se prueba la irrenunciabilidad del derecho a un juicio previo (aún cuando se admitiera la concepción que del mismo tienen los detractores del juicio abreviado) y digo que si se reconoce al imputado el “derecho” de ir a juicio,  pero se dice también que no le está permitido no ir a juicio, aunque no quiera hacerlo, es que tiene permitido ir y no permitido no ir a juicio (pj (-p–j) y ello implica que está obligado a ir a juicio; sólo tendría el derecho de ir a juicio si además tiene el derecho de no hacerlo, si es que no desea; de tal modo que es facultativo si es del siguiente modo (Fj = p j ( p– j ). Que un juez pueda hacer, en supuesto beneficio del imputado, lo que aquel ha decidido no hacer importa un insoportable paternalismo para una visión liberal de la sociedad.

Finalmente sostengo que, al menos en la provincia de Buenos Aires, si el Juez puede absolver al imputado, está garantizado el principio de legalidad. Asimismo, se afirma que si fuera cierto que el imputado toma su decisión de aceptar un juicio abreviado coaccionado por que prefiere una condena acordada a ejercer su derecho al juicio debiendo esperar largos períodos privado de su libertad hasta que aquel pueda realizarse; entonces lo inconstitucional es la prisión preventiva y no el procedimiento abreviado.
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I. Introducción.

Las reflexiones centrales de esta ponencia están motivadas por la tacha de inconstitucionalidad que ha merecido el juicio abreviado y por la censura que motiva su, denunciada, contradicción con el procedimiento necesario para la imposición de la pena estatal. Sin perjuicio del intento de dar algunas respuestas a tales cuestionamientos, postularemos –también- consideraciones acerca del funcionamiento de esta abreviación del debate.

 Bien dice Julio B. J. Maier en el prólogo a “El Procedimiento Abreviado”
, que: “...el núcleo del debate acerca de esta institución se vincula, claramente, a la decisión acerca del papel que cumple el procedimiento penal: quienes reducen ese papel a la función de garantía, disponible para el imputado –que por ello, precisamente, puede renunciar a ella en ejercicio de su derecho a la autonomía de su voluntad y en aproximación al “proceso de partes”- resultan firmes defensores de esta vía procesal; quienes, por el contrario, piensan que el procedimiento penal, en especial el juicio público, a más de una garantía individual a disposición del afectado, representa para el Estado y sus funcionarios una condición de legitimación acerca de la utilización de la pena estatal –máxima medida de coerción que el orden jurídico autoriza-, se oponen a él, al menos si se lo usa casi indiscriminadamente para imponer penas graves, como la privativa de la libertad...”.

Entre los detractores del procedimiento abreviado se encuentran quienes le reprochan la representación de un arcano inquisidor en el mundo procesal que avanza hacia el acusatorio; y acusan al instituto de institucionalizar la extorsión para justificar un sistema perverso de sanciones penales alejadas de la culpabilidad. Finalmente, advierten de un parentesco incestuoso con las diversas modalidades del plea bargaining norteamericano.

II.  Análisis del instituto desde su constitucionalidad.


Dice el juez H. Mario Magariños, en un meduloso voto
, que la razón de la inconstitucionalidad del juicio abreviado, es su contradicción con las normas de los arts. 18 y 118 de la Carta Magna. El relevamiento de tal quebrantamiento palmario de las disposiciones constitucionales está fundado, para el magistrado,  en dos argumentos centrales: que la exigencia constitucional de un “juicio previo” implica un juicio oral, público, contradictorio y continuo, ergo, la antítesis del juicio abreviado; y, en segundo lugar, que la necesidad de un juicio previo a la imposición de una sentencia, no sólo es una garantía fundamental para los ciudadanos, sino un imperativo de orden institucional derivado del art. 118 de la Ley Fundamental.

En igual sentido Alberto Bovino sostiene
 que: “El ´juicio previo´ mencionado el art. 18 de la CN, entre otras exigencias, requiere la participación de un jurado.  Así el art. 24 dispone: ´El Congreso promoverá...el establecimiento del juicio por jurados´. El art. 75, inc. 12, obliga al Congreso a ´Dictar...especialmente leyes generales para toda la Nación... y las que requiera el establecimiento del juicio por jurados´. Finalmente, el art. 118 exige:´Todos los juicios criminales ordinarios...se terminarán por jurados...” El principio de inocencia, entonces, parece exigir la realización del juicio previo para todos los procesos penales ordinarios que además,  deben ser por jurados...”. Esta posición es sostenida además por autores como Fernando Díaz Cantón
, Gabriela Córdoba
 y Gabriel Ignacio Anitua
.


Este primer presupuesto, la implicación del juicio previo por el juicio oral y público, surgiría para estos juristas de que la declaración de culpabilidad de un ciudadano, que justifique la imposición de una pena, debe surgir únicamente de un juicio oral, público, contradictorio y continuo, por exigencias de la forma republicana de gobierno (arts. 1 y 33 de la CN) y en especial del “juicio por jurados” en virtud de lo establecido por los arts. 24, 75 inc. 12 y 118. Esta potente afirmación merece algunas consideraciones.


En primer lugar debe apuntarse que aún siendo muy atractivo el argumento parte de una definición estipulativa del concepto de juicio previo (oral, público, contradictorio y continuo), sin hacer explícitas las razones por las que dicho concepto debe connotar esas características. De tal modo que el juicio implica una verdad analítica; ello es, si juicio previo implica, para los juristas antes citados, todas aquellas características de las que el procedimiento abreviado carece, entonces el procedimiento abreviado no es juicio previo en los términos constitucionales. Pero es que nos queda sin conocer cuáles son las razones por las que el concepto de juicio previo debería implicar necesariamente aquellas y no otras características.

  Los fallos que han declarado la inconstitucionalidad del procedimiento abreviado y las tesis de los juristas citados anteriormente que se han pronunciado con posiciones en tal sentido,  denuncian la vulneración de la garantía constitucional del juicio oral y público que hacen derivar del juego de los arts. 24, 75 inc. 12 y 118 de la CN. A esta afirmación podemos formular varias consideraciones; en primer lugar valdría decir que trasuntan una confusión, en términos de Dworkin, entre derechos y objetivos sociales o directrices políticas. En tal sentido entiendo que puede afirmarse que desde el Constituyente originario hasta el presente, inclusive luego de la última reforma de la Carta Magna, se ha considerado particularmente valioso el juzgamiento de las causas criminales mediante juicio por jurados y se ha alentado desde el texto Superior el establecimiento de tal tipo de juzgamiento, pero tampoco puede dejar de señalarse que cuando la Constitución dice que los juicios criminales se terminarán por jurados...luego que se establezca en la república esta institución, está marcando –en todo caso– un objetivo social valioso, pero del que no puede derivarse ningún derecho. En tal sentido podríamos sostener que nadie puede pensar en exigir el derecho de ser juzgado por un jurado popular en la Argentina hoy. 

En igual dirección uno podría sostener que el Congreso está en mora con el cumplimiento de su atribución de dictar las leyes que requiera  el establecimiento del juicio por jurados, según surge del art. 75 inc. 12 citado; pero, y sólo por citar un ejemplo, también podría reprochársele idéntica demora en proveer lo  conducente al desarrollo humano y al progreso económico con justicia social (art. 75 inc. 19) y a nadie se le ocurriría promover una acción judicial para que se le asegure un empleo. Y ello es así porque estos objetivos sociales no son derechos; son directrices políticas y es un grave error confundirlos con derechos. El derecho del ciudadano es, en palabras de Ronald Dworkin, un triunfo frente a los objetivos sociales aún mayoritarios. El verdadero derecho es a tener un juicio previo a la imposición de una condena y por ello en 153 años de vida constitucional aún sin juicio por jurados se ha reconocido el derecho a un juicio previo.

Una interpretación a-histórica y estrictamente literal del texto da como resultado una visión estrecha de los Derechos Constitucionales. En primer lugar porque el constituyente de 1853 recomendó, es cierto,  a la legislatura la implementación del juicio por jurados pero, por sobre todo,  incluyó la garantía del juicio previo en el artículo 18, ya que anticipó que, aún cuando deseaba la instauración del juicio por jurados, era necesario garantizar el juicio previo como antecedente a la imposición de una condena aunque el sistema procesal no fuese el del juicio de ciudadanos pares. Esta concepción ha consentido la imposición desde 1853 hasta la fecha de un buen número de sentencias penales  dictadas por jueces técnicos en juicios orales pero también escritos, que pese a ello fueron constitucionalmente válidas. Y es que el dato histórico se alza como un escollo difícil de superar por los sostenedores de esta tesis, por dos razones: en primer lugar porque si la razón de la inconstitucionalidad del procedimiento abreviado es que en éste no se cumple con las formas del juicio por jurados (al menos la audiencia de contradicción de pruebas en modo oral y contradictorio, continuo, con inmediación del juzgador, etc.) esto tampoco ocurría con los juicios penales que se celebraban bajo la vigencia de los códigos procesales que, en mayor o menor medida, tributaban –y alguno de ellos aún lo hacen hoy– al sistema inquisitivo de juzgamiento; y pese a ello con la marca del proceso inquisitorio se han dictado –y todavía hoy se dictan– sentencias constitucionalmente válidas.


Ello así por cuanto, continuando  con la acertada terminología de Dworkin
, una cosa es el concepto de juicio previo y otra muy distinta la concepción del mejor modo procesal de satisfacer un estándar de juicio previo. Parece obvio que debemos suponer que las cláusulas constitucionales llamadas “vagas”, representan la apelación a los conceptos que emplean, como el principio de reserva, debido proceso legal, juicio previo, etc., y no determinadas concepciones particulares del modo en que debe realizarse, en nuestro caso, el juicio previo. Si el constituyente hubiera tenido la intención de formular concepciones particulares, habría encontrado el lenguaje que convencionalmente se usa para hacerlo, como lo hace el principio de jurisdiccionalidad del art. 39 de la Magna Charta inglesa de 1215: “Ningún hombre libre será detenido, ni preso, ni desposeído de sus derechos ni posesiones, ni declarado fuera de la ley, ni exiliado, ni modificada su posición de cualquier otra forma, ni Nos procederemos con fuerza contra él, ni mandaremos a otros hacerlo, a no ser por un juicio legal de sus iguales...” (el resaltado es nuestro).

Es cierto que a mi contestación podría replicársele que haber consentido el dictado de sentencias en tales condiciones emergentes del sistema inquisitivo no impide una nueva lectura de las garantías individuales que concluyan con la declaración de inconstitucionalidad de los procedimientos que renuncien a las formas del juicio por jurados o al menos a la estructura de sus formas instrumentales. Pero la tesis es vulnerable, ya que una adecuada reconstrucción del argumento constitucional, debería dar cuenta de un cambio en la concepción de la cláusula constitucional vaga  del juicio previo. Podría decirse, en tal sentido, que cuando los constituyentes de 1853  redactaron la cláusula puedieron haber tenido una concepción particular del procedimiento estándar e incuestionado del juicio previo y que si tal concepción devino anticuada los jueces pueden, y deben, cambiar lo que la Constitución promulgó. Pero es que no se trata en el caso de una tal modificación  sino que justamente quienes deberían justificar la decisión de inconstitucionalidad, apelan al argumento de la inclusión de la cláusula junto a la recomendación de instauración del juicio por jurados en el mismo texto, para concluir con la adjudicación de significado a la cláusula constitucional. Para esa tesis por tanto, los constituyentes “han querido decir” o han “significado” que juicio previo es el juicio por jurados sin justificar, en modo alguno, qué estándares habrían variado para que el procedimiento abreviado sea declarado inconstitucional, cuando los juicios realizados –y en los que tampoco se han respetado las formas del juicio por jurados– hasta la consagración legislativa de aquel,  hayan sido constitucionales. 

Maier en la obra ya citada señala que el establecimiento del juicio por jurados que ordena la CN genera espontáneamente  el debate oral, público, contradictorio y continuo, pues no se conoce, histórica y culturalmente, un juicio con jurados sin audiencia oral y del tribunal. Pero esto lo único que indica es que o todos los juicios son, han sido y serán inconstitucionales hasta que se implemente el juicio por jurados –si contrariamente a lo que sostengo se afirma que se trata de un derecho y no de un objetivo social– o que, argumento del que el Prof. Maier no querrá hacerse cargo, tales formas instrumentales del juicio por jurado son requeridas para tal debate y si él no se implementa al juez técnico podría bastarle con las formas escriturales.


Igual suerte, por idéntica inconsecuencia derivada de la interpretación estricta que se hace de la Constitución, ha de correr el argumento  literal que sigue de la letra de la disposición del art. 118 de la CN la afirmación de que juicio previo, es juicio por jurados y entonces, es juicio oral. Y es que de ser así habría que admitir que como el juicio por jurados es requerido para  la resolución de causas criminales, en las correccionales no sería necesario y  entonces en ellos se respetaría  la garantía del juicio previo, aún sin juicio oral. O que como en los juicios de pares los jurados no deben fundar su veredicto, en nuestro juicio oral los jueces tampoco deberían hacerlo. Todas estas son inconsecuencias que deben seguirse de una interpretación meramente literal del art. 18 a partir de la norma del 118 de la Constitución de modo que, finalmente,  la inconstitucionalidad del juicio abreviado en ellos se derrumba. 

III. La renunciabilidad del juicio oral y público.


Lo más sorprendente de la tesis es que  –aún cuando por vía de hipótesis uno pudiera admitir que el concepto de juicio previo constitucional se confunde con la concepción de juicio oral y público– se asegura que tal derecho es irenunciable.


El argumento sostiene que pese a ser  un derecho del ciudadano no es renunciable por él ya que: “...la exigencia de juicio previo no es sólo una garantía individual contenida en el artículo 18, sino que, además, es un imperativo de orden institucional en razón de lo establecido en el art. 118 de la Ley Fundamental...”
. Asimismo Maier destaca, que “...el juicio por jurados comporta una clara decisión política acerca de la participación de los ciudadanos en las decisiones estatales...”
. De tal modo que la irrenunciabilidad al derecho del ciudadano beneficiario está fundada en la exigencia del Estado de someter a juicio las causas penales antes de imponer una condena y en el derecho de la ciudadanía de controlar tal potestad estatal. Este razonamiento se me torna inentendible, y difícilmente refutable por lo intrincado y complejo de su fundamentación. Ahora bien lo que se abrevia o suprime es el debate oral y público, y si –como afirmamos– no se ha probado que el concepto de juicio previo del art. 18 de la CN se confunda con aquellas características del debate, entonces es falsa la conclusión de que: “...la supuesta renunciabilidad del juicio previo,(lo sea) sin fundamento normativo alguno...”
. Debemos insistir en que renunciar el ciudadano a que el debate de su causa sea mediante un procedimiento oral y público no implica, al menos los que lo sostienen no lo prueban, que renuncie al juicio previo a la imposición de una condena. 


Yo estaría dispuesto a admitir que existen algunos derechos jurídicos individuales que son  irrenunciables ya que tras de ellos aparecen derechos morales y que en ese conflicto no siempre deberán triunfar los derechos jurídicos; porque como sostiene Dworkin
, los derechos legales y los derechos morales no pertenecen a órdenes conceptuales distintos y porque el umbral entre derechos morales y jurídicos es difuso. Así no creo que un ciudadano pueda voluntariamente esclavizarse en modo definitivo porque haya decidido, en un mundo ideal de información plena, que le resulta infinitamente más cómodo y mucho menos riesgoso que el estado de libertad, renunciando para siempre a ella o auto-impidiéndose revocar en el futuro su decisión; o consentir que le quiten la vida o solicitar que se le encarcele sin juicio, agobiado por el remordimiento del delito cometido. Pero es que estos derechos sustanciales son naturales al ciudadano y el Estado debe hacer todo lo que pueda por apoyar esos derechos, y no ocurre lo mismo con los llamados derechos procesales –sigo aquí una concepción similar a la de Nozick
 – ya que estos por su carácter instrumental no revisten el mismo rango que los anteriores. De hecho como sostiene el autor citado “Se podría decir que toda persona tiene el derecho a que se determine su culpa por medido del menos peligroso de los procedimientos conocidos de determinación de culpa, esto es, por el procedimiento que tenga menor probabilidad de encontrar culpable a una persona inocente...”. Esta es la única obligación institucional del Estado y no la de imponerle al ciudadano, aún en contra de su voluntad, un determinado tipo de procedimiento. Y si el imputado de un hecho delictivo –que tiene una ventaja epistémica que parecen olvidar todos quienes se empeñan en ponerlo en un estado natural de desventaja y es la de ser el único que sabe lo que ocurrió–, que viendo la prueba que se ha reunido en su contra, desea no someterse al riesgo de un juicio y asegurarse de antemano la determinación de una pena que le parezca razonable dentro de la escala legal, podrá hacerlo ya que es su derecho y como tal no cede frente a sospechosos “deberes institucionales del Estado” o derechos de los restantes ciudadanos de controlar el actuar del poder punitivo.


Aquí pareciera hacerse coincidir el concepto de derecho con el de permisión, pero es que la permisión se encuentra presente tanto en la facultad como en la obligación. Si se reconoce al imputado el “derecho” de ir a juicio,  pero se dice también que no le está permitido no ir a juicio, aunque no quiera hacerlo, es que tiene permitido ir y no permitido no ir a juicio (pj (-p–j) y ello implica que está obligado a ir a juicio; sólo tendría el derecho de ir a juicio si además tiene el derecho de no hacerlo, si es que no desea; de tal modo que es facultativo si es del siguiente modo (Fj = p j ( p– j ). Y el imperativo de orden institucional del que habla el Juez Magariños en su voto en el fallo citado es la no permisión de no ir a juicio.  De modo que, si cómo dice Gabriela Córdoba
, el imputado no puede renunciar al juicio y el estado debe realizar un juicio oral cada vez que quiera imponer una pena a alguien, entonces, ambos están obligados al juicio y, ninguno tiene el derecho, lo que resulta problemático desde la lógica.

IV.  El procedimiento abreviado y la lesión al modelo acusatorio del proceso penal.


Dice Ferrajoli
 que la tesis de que el procedimiento abreviado es coherente con la opción  por el “sistema acusatorio” y con la naturaleza del “proceso entre partes” es infundada y que:...refrendada por la doctrina hasta convertirse en un lugar común, es ideológica y mistificadora...una tesis como ésta, reforzada por el recurso a la experiencia del proceso acusatorio americano y especialmente del plea bargaining, es fruto de una confusión entre el modelo teórico acusatorio –que consiste únicamente en la separación entre juez y acusación, en la igualdad entre acusación y defensa, en la oralidad y publicidad del juicio– y las características concretas del proceso acusatorio estadounidense, alguna de las cuales, como la discrecionalidad de la acción penal y el pacto, no tiene relación alguna con el modelo teórico...” 


Esta posición resulta compartida, en general, por los detractores del procedimiento abreviado, quienes aseguran dogmáticamente la filiación inquisitiva del instituto
, sin fundar adecuadamente las razones que justifiquen tal aseveración. Tales fundamentos parecieran surgir de ciertas modalidades del juicio abreviado, como la del  Código Procesal Penal de la Nación que requiere la confesión del imputado sobre la existencia del hecho y su participación en él,  para la procedencia del mecanismo; tanto como de la prueba de la que deberán valerse los jueces para dictar sentencia, que es aquella de la investigación preliminar o preparatoria, colectada sin contradicción y, en muchos casos, sin control siquiera del imputado y su defensor. 


En mi opinión los argumentos no alcanzan para conmover la intuición –cuanto menos– de que el procedimiento abreviado alcanza un alto grado de coherencia con el modelo acusatorio. En primer lugar debo decir que básicamente no me parece que su vinculación sea más que instrumental y que no creo que tenga nada que ver con la ontología del modelo teórico ya que, por ejemplo, en el viejo código Jofré de la Provincia de Bs. Aires (ley 3589) existía dentro de las normas del procedimiento correccional una norma (art. 420) que preveía una suerte de juicio abreviado para las causas que tramitaran bajo las reglas de aquel.


Pero pudiendo instrumentarse un procedimiento abreviado en cualquiera de los dos modelos, insisto, hay una fuerte intuición para vincularlo ideológicamente (ignoro porque razón Ferrajoli sostiene que la tesis que encuentra coherencia entre el instituto del Juicio Abreviado y el modelo acusatorio debe ser catalogada como ideológica y mistificadora) con el proceso de partes. Ello así por cuanto, habiéndosele garantizado al Juez el control de legalidad –situación que a mi juicio sella definitivamente la cuestión de la constitucionalidad del procedimiento abreviado a favor de aquella– se ha dejado en manos de las partes la valoración del mérito y la oportunidad del acuerdo o pacto.


Para la evaluación de un modelo teórico no puede partirse de la patología, dando por cierto que el acuerdo será llevado a cabo por defensores ineptos, poco comprometidos con su función o desbordados por la cantidad de trabajo y por fiscales perversos que intercambiarán penas más leves por declaraciones de culpabilidad por parte de ciudadanos inocentes. No desdeño en modo alguno la elaboración de serios estudios de campo tendientes a demostrar si en la práctica tales situaciones patológicas se erigen en las únicas plataformas fácticas del “dictum” de los jueces en tal sentido. Pero hasta tanto tales argumentos no puedan ser verificados empíricamente continuarán siendo razones contingentes que no pueden incidir apriorísticamente sobre el modelo teórico.


Por el contrario me parece que un acuerdo libre, incoacto, entre un imputado debidamente asesorado –quien, insisto en este argumento pese a que haya pasado inadvertido para los críticos del modelo, dispone de un conocimiento del que carecen todos los demás; sólo él sabe lo que verdaderamente ocurrió y como se acercan a esa realidad las pruebas colectadas–, un fiscal que cumple su deber de objetividad y un defensor prudente y comprometido con su ministerio, no requiere para su legalidad desagregarse en actividad jurisdiccional que deba ventilarse frente a un Tribunal o Juez. Ello así por cuanto el juzgador que debe ser en el proceso un tercero, imparcial e impartial, en el sentido de no estar de parte de ninguna de las partes, no tiene porque detentar una posición de superioridad epistémica –de hecho no la tiene– que le permita ver, descubrir o construir  verdades que a las partes se le hayan pasado desapercibidas. 


Qué concepto paternalista encubre una concepción que sostiene que no puede dictarse una sentencia legal sin  que los hechos que le dan sustento hayan pasado ante el Juez en el debate? Porqué el Juez va a garantizar mejor los derechos del imputado que su defensor, de modo de decir “pese a que Ud. pueda creer que lo que convino es lo mejor para su defendido, igualmente yo deberé verlo y arribar a la verdad (real o correspondencia, según sea el grado de adhesión al inquisitivo del juez del ejemplo) del caso”.  Pareciera que tal exigencia se compadece más con una concepción sustancialista del proceso que pretende hallar la verdad real de entre el factum que deberá el Juez conocer, –sometido a la legalidad constitucional dirá, seguramente–, sin perjuicio de que en el caso particular un juicio abreviado pudiera ser favorable a un imputado, y ello  porque sostendrán que  sólo los jueces son los garantes de las reglas del proceso constitucional. Pero entonces diremos con Bruzzone
 que esos Jueces que nunca podrán utilizar los derechos y garantías del imputado en su contra (argumento que surge del texto del art. 29 de la CADH –incorporado a la CN en su artículo 75 inc. 22), habrán de tener posiciones similares respecto a las reglas procesales que determinan la libertad de una persona a lo largo del proceso y, en general, de la totalidad de articulaciones con las que cuenta el imputado para evitar la imposición de una pena, declarando la inconstitucionalidad de la prisión preventiva y disponer la inmediata libertad de toda persona mientras espera la audiencia de su juicio.


Y aún así; más todavía, si garantizáramos como pide Vitale
 que el imputado llegue en libertad al juicio, que los jueces no puedan imponer más pena que la solicitada por el fiscal, ni producir otra prueba que la ofrecida por aquel, no se puede probar que el  inculpado no confíe más en el acuerdo al que arribe su abogado con el Fiscal que en la verdad que reconstruya el juez omnisciente que suple a las partes o que está más allá de ellas. Si el proceso es uno, como sostiene el Instituto Panamericano de Derecho Procesal, con las particularidades dadas por la oficialidad e indisponibilidad de la acción en el penal; y en la versión privada del mismo, las partes pueden disponer de su derecho libremente en cualquier momento del juicio; porqué el imputado, en la versión penal del proceso, debería confiar más en el Juez que en su defensor, y no podría llegar a un acuerdo más conveniente?. Máxime cuando cuenta con la seguridad de que el Juez puede rechazar el acuerdo si es ilegal y absolverlo si las pruebas son insuficientes, porque al estar la inocencia asistida por el postulado de su presunción hasta prueba en contrario, esta prueba contraria debe aportarla quien niega aquélla formulando la acusación.


Debe pensarse que cuando se habla del poder punitivo que se debe compensar en un proceso garantista, éste no debe reducirse al Ministerio Fiscal, sino que también el Juez que impone pena es el poder. De modo que el norte de un proceso garantista es la tutela del inocente y en este sentido los modelos inquisitivos y acusatorios se distinguen sobre todo por partir de dos concepciones  diversas tanto del poder judicial como de la verdad. Mientras el método inquisitivo expresa una confianza tendencialmente ilimitada en la bondad del poder y en su capacidad de alcanzar la verdad, el método acusatorio se caracteriza por una desconfianza igualmente ilimitada del poder como fuente de verdad. De ello se deriva que el primero confía no sólo la verdad sino también la tutela del inocente a las presuntas virtudes del poder que juzga; mientras que el segundo concibe la verdad como el resultado de una controversia entre partes contrapuestas en cuanto respectivamente portadoras del interés en el castigo del culpable, una, y del de la tutela del acusado presunto inocente la otra.


Pero la contienda o controversia entre partes deberá darse sólo si el imputado lo desea, y el juez –llamado super partes por su posición de impartialidad y no por su superioridad epistémica– no puede decidir en una operación unilateral lo que cree mejor para el imputado, ya que ello es propio del inquisitivo. Es que la garantía del método acusatorio como transposición jurídica de la espistemología falsacionista, según palabras de Ferrajoli
, puede ser considerada como garantía de una verdad controlada por las partes en una causa, pero como las sentencias penales son los únicos actos jurídicos cuya validez depende de su verdad, la ya indicada connotación epistemológica de la validez en el caso del inculpado que no desea confrontar la verdad que él ya conoce y que tiene “correspondencia” con los hechos, puede no desear –y no está obligado a ello– a vincular el  juicio penal a su verificación.

V. La conformidad del imputado.


La epistemología falsacionista propias del garantismo procesal acusatorio, excluyen cualquier colaboración del imputado con la acusación que sea el fruto de sugerencias o negociaciones, tanto más si se hubieran desarrollado en las sombras. La pena y su medida  no pueden hacerse depender de la conducta procesal del imputado sino de la gravedad del delito; de modo que debo reconocer que, sin compartir los argumentos que lo fulminan de inconstitucional, la legislación del procedimiento abreviado en Códigos que lo condicional a la confesión de autoría o la conformidad con los hechos y la responsabilidad penal, son fuertemente criticables desde la óptica del modelo acusatorio. Y también por ello debe destacarse la implementación del procedimiento abreviado en el Código Procesal Penal de la Provincia de Buenos Aires que no sólo no requiere confesión ni colaboración alguna sino que, además, ha exigido el acuerdo conjunto de las partes y la extensión de la conformidad  del imputado y su defensor con la calificación legal y la pena. 


Esta modificación introducida por la ley 12059 al texto original de la ley 11922 resulta a mi juicio un fortalecimiento de las garantías con que el digesto procesal rodeó al imputado al legislar el instituto. No sólo  le dio al Juez el control de legalidad sobre el acuerdo, quien puede desestimarlo; sino que además le dio la facultad al Juez de absolver cuando así correspondiere y le impidió imponer una pena superior a la solicitada por el agente fiscal y para robustecer esta garantía exigió que el imputado preste conformidad con dicha pena, garantizándole de tal modo que su acuerdo llega hasta la pena que le informe el fiscal y que cualquier modificación de la misma por parte del representante de la vindicta pública será fulminada, desestimándose el juicio abreviado.

VI. Reflexiones finales.


Decía Carrara
: “...La metafísica del derecho penal propiamente dicho está destinada a proteger a los culpables contra los excesos de la autoridad pública; la metafísica del derecho procesal tiene por misión proteger a todos los ciudadanos inocentes u honrados contra los abusos y los errores de la autoridad...”. En tal sentido sostengo que el Estado no puede perseguir objetivos sociales, por legítimos que sean, sin el respeto de los derechos y garantías que las normas fundamentales acuerdan a toda persona imputada de un delito.


Pero si es cierto que el Estado tiene el derecho y la obligación de proveer a los fines sociales propuestos mediante los mecanismos más racionales que encuentre, de modo que si –con el respeto de las garantías y derechos fundamentales del ciudadano– de entre varios modos de celebrar procesos elige algunos más eficaces y que garanticen una mejor y más racional aplicación de recursos, debe hacerlo. Si en una economía de recursos escasos el estado debe proporcionar a sus ciudadanos, salud, educación, seguridad, justicia, y dar cumplimiento a otros imperativos sociales,  aparece como una adecuada asignación  de recursos, la selección de mecanismos procesales que le permitan racionalizar aquellos, si a la vez cumple con la manda constitucional de proteger los derechos del ciudadano.


Dicho esto y afirmada tanto la constitucionalidad del juicio abreviado como la renunciabilidad al “juicio” –si como se afirma juicio es audiencia oral, pública, continua y contradictoria ante Tribunal de Juicio– resta por saber si el procedimiento sería decidido por algún imputado si se le asegurara la libertad hasta el juicio, el dictado de una sentencia que no imponga más pena que la solicitada por el fiscal, ni jueces que produzcan otra prueba más que la ofrecida por las partes. Vitale
 sostiene que si estas condiciones se dieran en el proceso ordinario ningún imputado accedería a un juicio abreviado, máxime cuando de celebrarse el debate le queda siempre la chance de la absolución.


Tales argumentos son notoriamente contingentes y susceptibles de verificación empírica y no pueden servir para el estudio del modelo teórico, ya que bastaría que solo un imputado, dadas todas esas condiciones, celebre un juicio abreviado –entre otras motivaciones, por la aversión al riesgo que muchas personas padecen– para que se derrumbe el argumento y quede en pié el residual, de que –pese a ser un mecanismo que celebra la autonomía de las personas–, en condiciones ideales como postula Vitale, muy pocos optarían por él.  


Finalmente diré que si bien es cierto que la pérdida de la chance me parece un argumento muy fino  en la tesis de Vitale, también deberá reconocerse que la chance es una expectativa y no un derecho, y por tanto otro argumento contingente. El reo culpable de un delito tiene, justamente eso, una chance de absolución y no un derecho a la absolución..
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